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Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio1 

 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente  
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de enero de 2020. 

Comparece la señora Celia Inés Soto Pellot (apelante) y nos 

solicita que revoquemos la Sentencia emitida el 28 de junio de 2019, 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla (TPI) y 

notificada el 16 de julio de 2019. En dicho dictamen el foro primario 

estableció un plan de custodia compartida en el cual permite que el 

señor Rafael González Hernández (apelado) asuma la custodia del 

hijo, producto de su relación con la apelante, en un cincuenta por 

ciento (50%). Además, la apelante solicita que revisemos la 

Resolución emitida el 31 de julio de 2019 por el TPI, mediante la cual 

denegó su Moción en solicitud de enmienda de determinaciones de 

hechos y reconsideración. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

 

 

                                                 
1 Mediante la Orden Administrativa TA 2020-002 se designa al Hon. Ángel R. Pagán Ocasio en 

sustitución del Hon. Miguel P. Cancio Bigas, quien se acogió al retiro el 31 de diciembre de 2019. 
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I 

 El 7 de julio de 2017, el apelado presentó demanda en la que 

solicitó la custodia compartida del menor procreado con la apelante. 

Alegó que se relacionaba con su hijo cuando la apelante lo permitía, 

ya que no había relaciones paternofiliales establecidas por un 

tribunal, sin embargo, entendía que se cumplían los requisitos 

estatutarios para establecer la custodia compartida del menor. El 

28 de julio de 2017, la apelante presentó su contestación a la 

demanda. En síntesis, sostuvo que el apelado no estaba apto para 

ostentar la custodia compartida del menor y que en este caso, 

distinto a lo alegado por el apelado, no se cumplían con los 

requisitos estatutarios para otorgarle al apelado dicho tipo de 

custodia. 

 Luego de varias incidencias procesales, el TPI emitió una 

Orden el 1 de febrero de 2018, refiriendo el caso a la Oficina de 

Relaciones de Familia para que realizara el estudio de custodia 

compartida. Por otra parte, el 15 de marzo de 2018 se celebró una 

vista, con el fin de establecer relaciones paternofiliales provisionales, 

a la que comparecieron las partes junto con sus representantes 

legales. Así pues, el 21 de marzo de 2018 el TPI emitió una 

Resolución en la que estableció relaciones paternofiliales 

provisionales durante fines de semanas alternos comenzando el 23 

de marzo de 2018. 

 El 20 de marzo de 2019, la Oficina de Relaciones de Familia 

presentó el Informe Social Forense de Custodia Compartida (Informe), 

el cual estuvo a cargo de la Trabajadora Social, Yamixa Rivera 

Corchado. En el Informe esta recomendó favorablemente la 

custodia compartida, sin embargo, no recomendó la 

implementación inmediata de un plan de custodia concediendo el 

cincuenta por ciento (50%) del tiempo a cada parte. Sostuvo que 

entendía necesario que en este caso se proveyera, primero, un 
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periodo de adaptación en lo relacionado al diario vivir del menor en 

el hogar paterno. Ante ello, sugirió un plan de custodia de fines de 

semana alternos de viernes a lunes y de miércoles a jueves.  

 El 28 de marzo de 2019, el TPI emitió una Orden para que las 

partes, en un término de diez (10) días, evaluaran el Informe y fijaran 

su posición al respecto. El 11 de abril de 2019, el apelado presentó 

Moción en cumplimiento de orden, en la cual impugnó el plan de 

custodia según recomendado por la Trabajadora Social en su 

Informe. Arguyó, que la apelante incurre en conducta de alineación 

parental, por lo cual solicitó la implementación inmediata de un plan 

de custodia compartida que concediera cincuenta por ciento (50%) 

del tiempo a cada parte.  

El 22 de abril de 2019, la apelante presentó Moción en 

cumplimiento de orden, oponiéndose al Informe de la Trabajadora 

Social. En primer lugar, sostuvo que no es correcta la opinión de 

ésta imputándole conductas de alineación parental. A su vez, 

sostuvo que entre las partes no existe buena comunicación lo cual 

es un requisito indispensable para que se pueda otorgar la custodia 

compartida. Ante ello, el TPI señaló una vista para el 6 de junio de 

2019, en la que se discutirían los planteamientos de las partes. 

Llegado el día de la vista, los representantes legales de las 

partes argumentaron su posición en cuanto al Informe. El abogado 

de la apelante sostuvo que, aunque su representada estaba de 

acuerdo con que se otorgara la custodia compartida, objetaba las 

imputaciones de haber incurrido en la conducta imputada de 

alineación parental. De igual manera, arguyó que, debido a ciertas 

conductas del apelado, no estaba de acuerdo con la custodia 

compartida recomendada por la Trabajadora Social, la cual 

implicaría que el menor estaría con el apelado un cincuenta por 

ciento (50%) del tiempo. Por su parte, la representación legal del 

apelado negó que su representado incurriera en conductas que lo 
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incapacitaran para ostentar la custodia del menor el cincuenta por 

ciento (50%) del tiempo. A su vez, arguyó que el plan de custodia 

recomendado en el informe no era de custodia compartida, sino más 

bien uno de relaciones paternofiliales. El tribunal sostuvo que “no 

está en controversia por las partes la capacidad de custodia de 

ambos para ser custodio. Solo el tiempo del plan de custodia 

compartida”.2 Por lo cual, señaló una vista para que compareciera 

la Trabajadora Social en la que se evaluaría si se aceptaba el plan 

de custodia propuesto. 

El 20 de junio de 2019, se celebró la vista de impugnación del 

Informe. A ésta comparecieron las partes junto a sus representantes 

legales y la Trabajadora Social asignada de la Oficina de Relaciones 

de Familia. El abogado de la apelante objetó la alteración del orden 

de la prueba y que, así, fuera el tribunal quien realizara las 

preguntas iniciales a la Trabajadora Social. Dicha objeción fue 

denegada. Así pues, a preguntas del tribunal, la Trabajadora Social 

indicó que ambos padres reúnen los requisitos de para ostentar 

la custodia compartida del menor y recomendó terapias de familia. 

La funcionaria sostuvo que, si el terapeuta lo recomendaba, se podía 

contemplar ampliar el plan de custodia recomendado, hasta que el 

menor llegara a estar un cincuenta por ciento (50%) del tiempo con 

el apelado.   

Durante el interrogatorio por parte de la abogada del apelado, 

la Trabajadora Social aclaró que no existía fundamento alguno para 

impedir al apelado ejercer la custodia compartida. De igual manera, 

hizo constar que este llevaba 5 años relacionándose con su hijo 

durante algunos días, en fines de semana alternos, y entendía que 

el menor estaba acostumbrado a estar con su padre. A preguntas 

del abogado de la apelante, la Trabajadora Social indicó que para la 

                                                 
2 Véase Minuta de la vista de 6 de junio de 2019. 
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adaptación del menor a ese cincuenta por ciento (50%) del tiempo 

con su padre, la falta de comunicación entre las partes era algo 

negativo.3 

El 28 de junio de 2019, el TPI emitió la Sentencia apelada, 

mediante la cual concedió al apelado la custodia compartida del 

menor. En primer lugar, el TPI reiteró que la controversia en el caso 

se limitó a determinar el por qué en el Informe “se estableció unas 

relaciones paterno-filiales de fines de semanas alternos cuando la 

recomendación es de custodia compartida”.4 En su dictamen, el foro 

apelado realizó un resumen de lo acontecido durante la vista de 

impugnación del Informe y refirió cuáles eran las relaciones 

paternofiliales que se estaban llevado a cabo, según establecido 

mediante Resolución el 21 de marzo de 2018. 

En su Sentencia, el TPI no formuló determinaciones de 

hechos, ni adoptó la totalidad del Informe. En su lugar, el foro 

apelado acogió las recomendaciones del Informe sobre asuntos de 

salud, terapias individuales y familiares, así como relaciones filiales 

durante periodos especiales. Sin embargo, el TPI realizó las 

siguientes expresiones: 

Ha transcurrido más de un año de relaciones en fines de 
semanas alternos, por lo que el menor ya se ha adaptado [al 
apelado] y no se ha reportado ningún dato o preocupación que 
indique lo contrario. 
 
Este Tribunal concluye que el argumento de no haber 

adaptación en el menor y que ella justifica el 
establecimiento de relaciones paterno-filiales en fines de 
semana alternos se desvanece al tener en consideración 
que la recomendación es la que efectivamente dispuso el 
Tribunal hace 1 año y tres meses. Por tanto, se resuelve que 
procede establecer un plan de custodia compartida donde se 
le permita al demandante asumir corresponsabilidad en todos 
los aspectos de la vida y crianza del menor. Con ese propósito 
se dispone el siguiente plan: 
 

• miércoles de 3:00 p.m. a martes a las 6:00 p.m., con 

el padre. 

• martes de 6:00 p.m. a miércoles a las 3:00 p.m., con 

la madre.5 

                                                 
3 Véase Minuta de la vista de 20 de junio de 2019. 
4 Véase apéndice del recurso, Anejo I, folio 2.  
5 Íd., folio 3. (Énfasis nuestro). 
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El 29 de julio de 2019, la apelante presentó Moción en solicitud 

de enmienda de determinaciones de hechos y reconsideración. En 

primer lugar, alegó que al ser el apelado el promovente en el caso le 

correspondía el peso de la prueba, lo cual se ignoró en este caso 

cuando el TPI alteró el orden de la prueba. Por otro lado, argumentó 

que en este caso el TPI venía obligado a incluir en su Sentencia una 

serie de hechos probados y conclusiones de derecho, lo cual obvió, 

por lo cual solicitó que se enmendara el dictamen a los efectos de 

incluir las mismas. A tales efectos, la apelante incluyó un listado de 

las determinaciones de hechos que entendía debían ser parte de la 

Sentencia. Finalmente, la apelante argumentó que el tribunal no 

debió apartarse de las recomendaciones del Informe sin contar con 

el testimonio de la psicóloga del caso o escuchar la opinión del 

menor. Por su parte, el TPI emitió una Resolución el 31 de julio de 

2019, mediante la cual denegó la solicitud de la apelante. 

Inconforme con lo resuelto, la apelante compareció ante nos 

mediante el presente recurso de apelación, en el que formuló los 

siguientes señalamientos de error:  

Erró el Tribunal de Instancia al no seguir las 
recomendaciones de la trabajadora social del caso sobre el 
periodo de adaptación del menor antes de comenzar con la 
solicitud de custodia a un cincuenta por ciento solicitada por 
la parte demandante. Además, el Tribunal no entrevistó al 
menor, quién tiene 11 años, sobre lo solicitado por su padre. 
 
Erró el Tribunal de Instancia al no hacer determinaciones de 

hechos ni conclusiones de derecho en la sentencia emitida la 
que imposibilitó entender de dónde surgían las razones para 
enmendar las recomendaciones del informe forense hechas 
por la trabajadora social del caso. 

 

 El 11 de septiembre de 2019, la parte apelante presentó 

Moción solicitando se eleve el expediente del caso. A tales efectos, el 

16 de septiembre de 2019 emitimos una Resolución ordenando que 

se elevaran los autos originales del caso. Recibido los autos 

originales y contando con la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver. 

 



 
 

 
KLAN201901021    

 

7 

II 

La relación entre padres e hijos está protegida 

constitucionalmente y se ha establecido que los padres tienen 

derecho a decidir sobre el cuido, la custodia y control de sus hijos. 

Rentas Nieves v. Betancourt Figueroa, 201 DPR 416, 428 (2018). No 

obstante, tales derechos ceden ante el interés apremiante del Estado 

en lograr el bienestar de los menores. Estrella Monge v. Figueroa 

Guerra, 170 DPR 664 (2007); Rexach v. Ramírez, 162 DPR 130 

(2004). Por otra parte, cuando se disuelve la relación conyugal o 

consensual, los padres pueden llegar a distintos acuerdos para 

lograr el bienestar del menor. Entre estos acuerdos está la custodia 

compartida. Este tipo de custodia ocurre cuando ambos padres 

ejercen la custodia de manera conjunta sobre todos los hijos 

procreados por la pareja. R. Serrano Geyls, Derecho de Familia de 

Puerto Rico y Legislación Comparada, San Juan, Facultad de 

Derecho Universidad Interamericana de Puerto Rico, 2007, T. II, 

pág. 1309. 

En ese sentido, la Ley Núm. 223-2011, conocida como la Ley 

protectora de los derechos de los menores en el proceso de 

adjudicación de custodia, 32 LPRA secs. 3181-3188 (Ley Núm. 223-

2011), fue creada con el propósito, entre otros, de proteger y 

procurar el mejor bienestar de los niños que son progenie de una 

pareja divorciada o de una relación consensual cuyos miembros se 

han separado; garantizar el mejor bienestar de los menores; y 

establecer criterios a considerarse en la adjudicación de custodia 

para que los tribunales tomen la determinación correspondiente.6 

Mediante el referido estatuto, el legislador reconoció la necesidad 

de promover el mayor grado de participación y presencia de 

                                                 
6 Véase, preámbulo de la Ley Núm. 223-2011. 
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ambos progenitores en la vida de los niños, pues ello resulta 

imperioso a los fines de contribuir a una mejor calidad de vida.7 

(Énfasis nuestro). 

 En particular, el Art. 6 de la Ley Núm. 223-2011, 32 LPRA 

sec. 3184, establece que cuando las partes no pueden llegar a un 

acuerdo en torno a la custodia compartida, “se referirá a las partes 

al programa de mediación del Tribunal o a un Mediador/a 

certificado, de la práctica privada, con conocimientos de la conducta 

humana, para que ayuden a la pareja a preparar el convenio sobre 

custodia compartida, corresponsabilidad y patria potestad”. Por otra 

parte, el Art. 4 del mencionado estatuto dispone que “los tribunales 

deberán evaluar y considerar la custodia compartida sujeto a lo 

dispuesto en esta Ley”. 32 LPRA sec. 3182. A tales efectos, el Art. 7 

de la Ley Núm. 223-2011, 32 LPRA sec. 3185, establece lo siguiente: 

Al considerarse una solicitud de custodia en la que surjan 
controversias entre los progenitores en cuanto a la misma, el 
tribunal referirá el caso al trabajador social de Relaciones de 
Familia, quien realizará una evaluación y rendirá un informe 
con recomendaciones al tribunal. Tanto el trabajador social, 
al hacer su evaluación, como el tribunal, al emitir su 
determinación, tomarán en consideración los siguientes 
criterios: 

 
1) La salud mental de ambos progenitores, así como la 

del hijo(a) o hijos(as) cuya custodia se va a adjudicar. 

2) El nivel de responsabilidad o integridad moral 
exhibido por cada uno de los progenitores y si ha 
habido un historial de violencia doméstica entre los 
integrantes del núcleo familiar. 

3) La capacidad de cada progenitor para satisfacer las 

necesidades afectivas, económicas y morales del 
menor, tanto presentes como futuras. 

4)  El historial de cada progenitor en la relación con sus 
hijos, tanto antes del divorcio, separación o disolución 
de la relación consensual, como después del mismo. 

5)  Las necesidades específicas de cada uno de los 
menores cuya custodia está en controversia. 

6) La interrelación de cada menor, con sus progenitores, 
sus hermanos y demás miembros de la familia. 

7)  Que la decisión no sea producto de la irreflexión o 
coacción. 

8) Si los progenitores poseen la capacidad, 
disponibilidad y firme propósito de asumir la 
responsabilidad de criar los hijos conjuntamente. 

                                                 
7 Véase, Exposición de Motivos de la Ley Núm. 223-2011. 
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9)  Los verdaderos motivos y objetivos por los cuales los 
progenitores han solicitado la patria potestad y 
custodia compartida. 

10)  Si la profesión, ocupación u oficio que realizan los 
progenitores impedirá que funcione el acuerdo 
efectivamente. 

11)  Si la ubicación y distancia de ambos hogares 
perjudica la educación del menor. 

12)  La comunicación que existe entre los progenitores y la 
capacidad para comunicarse mediante comunicación 
directa o utilizando mecanismos alternos. 

13)  Cualquier otro criterio válido o pertinente que pueda 
considerarse para garantizar el mejor bienestar del 
menor. 

 

De manera que, al justipreciar una solicitud de custodia 

compartida los tribuales deberán evaluar las recomendaciones de 

custodia que emitan los trabajadores sociales u otros funcionarios. 

Sin embargo, el Art. 8 de la Ley Núm. 223-2011, 32 LPRA sec. 3186, 

advierte que el informe del trabajador social no será el único 

factor a considerar por el tribunal al hacer una determinación 

de este tipo. Ya que, el tribunal siempre retendrá discreción 

judicial para la determinación y adjudicación de custodia, 

protegiendo siempre los mejores intereses y el bienestar de los 

menores a la luz de todas las circunstancias existentes en el 

caso. Íd. (Énfasis nuestro). 

Por otro lado, es norma reiterada que, en los casos de 

menores, el interés del menor está revestido del más alto interés 

público y los tribunales, en protección de ese interés y en el 

ejercicio del poder de parens patriae, tienen amplias facultades 

y discreción. Martínez v. Ramírez Tió, 133 DPR 219, 225 (1993); 

Sterzinger v. Ramírez, 116 DPR 762 (1985); Ortiz v. Vega, 107 DPR 

831 (1978). (Énfasis nuestro). Ahora bien, tales facultades no son 

absolutas. Martínez v. Ramírez Tió, supra, pág. 226; Ortiz v. Vega, 

supra, pág. 832. La discreción ejercida por el foro de instancia debe 

ser aquilatada a la luz de las circunstancias y dentro de lo que es 

razonable. Ello responde al hecho de que “el derecho del padre [o la 

madre] a la compañía del hijo, aunque sea esporádica, no es mera 
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derivación del bienestar del niño, sino parte también de derechos 

fundamentales que nacen de la paternidad [o la maternidad], de 

nociones de libertad y justicia que una sociedad sujeta a 

limitaciones constitucionales no puede ignorar del todo”. Sterzinger 

v. Ramírez, supra, pág. 777. 

Así pues, el proceso de privar o limitar de custodia a 

cualquiera de los progenitores, por el mejor bienestar del menor, 

conlleva claras consideraciones de debido proceso de ley. Rentas 

Nieves v. Betancourt Figueroa, supra, pág. 428. De manera que, la 

decisión del tribunal en torno a la custodia de un menor debe 

tomarse luego de realizar un análisis objetivo, sereno y cuidadoso 

de todas las circunstancias presentes en el caso ante su 

consideración, teniendo como único y principal objetivo el bienestar 

de los menores de edad. Rivera v. Morales, 167 DPR 280, 293 (2006). 

Es menester entonces, al evaluar la determinación de un 

Tribunal de Primera Instancia en el uso de su poder de parens 

patriae, determinar si, a la luz de las circunstancias particulares del 

caso, este abusó o no de su discreción. El tribunal apelativo no 

intervendrá con el ejercicio de la discreción de los tribunales de 

primera instancia salvo que se demuestre que hubo un claro abuso 

de ella; que erró en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal; o que nuestra intervención en esta etapa evitaría un 

perjuicio sustancial. Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 

(1986). 

A tales fines, se ha establecido que “[e]n todos los pleitos el 

tribunal especificará los hechos probados y consignará 

separadamente sus conclusiones de derecho y ordenará que se 

registre la sentencia que corresponda”. Véase, Regla 42.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. Sobre la sentencia, el 

Prof. Cuevas Segarra ha expresado lo siguiente: 
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La sentencia es el resultado de un proceso de reflexión y las 
determinaciones que haga el juez tanto de hecho como de 
derecho, deben reflejar igualmente el resultado de ese 
proceso. Una sentencia explicada y fundamentada facilita la 
función revisora del foro apelativo, al presentarle el cuadro 
fáctico claro que nutrió la conciencia judicial del juzgador. 
J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da 
ed., San Juan, Publicaciones JTS, 2011, Tomo IV, pág. 1218, 
citando a Aguayo Pomales v. R & G Mortg., 169 DPR 36 
(2006). 

 

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico, estableció en Andino v. 

Topeka, Inc., 142 DPR 933, 938 (1997) que: 

[u]na sentencia bien explicada, (tanto en los hechos como en 
sus fundamentos de derecho), tienden a reducir el riesgo de 
arbitrariedad judicial, evita la sensación de elemento 
misterioso, obliga al juez a penetrar en un proceso reflexivo 
de inteligencia y, promueve un mejor entendimiento y 
respeto hacia los tribunales. También, ayuda a los abogados 
y partes afectadas, a entender el porqué de la decisión. Así, 
estos pueden, mejor informados, decidir si la revisan o la 
aceptan. La experiencia nos enseña que, dentro de ciertos 
límites, puede discreparte de una apreciación fáctica o que 
hay espacio para una interpretación jurídica distinta; lo 
importante es evitar que prevalezcan dictámenes judiciales 
caprichosos faltos de fundamentos o hijos de la irreflexión. 
Más allá de esa instancia, una sentencia explicada y 
fundamentada, facilita la función revisora del foro apelativo, 
al presentarle el cuadro fáctico claro que nutrió la conciencia 
judicial del juzgador. Íd. (Citas omitidas).  

 

No obstante, la propia Regla 42.2, supra, establece, entre 

otras cosas, cuando no será necesario especificar los hechos 

probados y consignar separadamente las conclusiones de derecho: 

(a) … 
(b) … 
(c)  cuando las partes así lo estipulen o 
(d)  cuando por la naturaleza de la causa de acción o el 

remedio concedido en la sentencia, el tribunal así lo 
estime. […]. 

 

De otra parte, la Regla 43.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 43.1, establece un remedio post sentencia mediante el cual 

cualquier parte puede solicitar enmiendas, determinaciones 

iniciales o adicionales de hechos o conclusiones de derecho a ser 

consignadas en una sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia. Este tipo de petición está disponible en aquellos casos en 

los que se “considere que la sentencia no contiene los asuntos que, 

a juicio de la parte que promueve, fueron probados y las cuestiones 

sustanciales relacionadas con las determinaciones de hecho 
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pertinentes o conclusiones de derecho”. Otero Vélez v. Schroder 

Muñoz, 200 DPR 76, 88 (2018). Los propósitos de la dicha Regla son 

permitir: (1) que el tribunal quede satisfecho de que atendió 

cabalmente todas las controversias y; (2) que las partes y los foros 

apelativos estén informados de todos los cimientos de la decisión del 

Tribunal de Primera Instancia. Morales y otros v. The Sheraton Corp., 

191 DPR 1, 10 (2014). Así pues, de concederse la petición, el foro de 

primera instancia podrá, entre otras, formular determinaciones de 

hecho y conclusiones de derecho que no fueron formuladas 

inicialmente “para que la sentencia quede adecuadamente 

fundamentada”. R. Hernández Colón, op. cit., sec. 5002, pág. 466. 

III 

La apelante argumenta en su recurso que el TPI incidió al no 

adoptar las recomendaciones de la Trabajadora Social, a los efectos 

de que se implantara un proceso de transición que permitiera una 

mejor adaptación del menor a la custodia compartida que fue 

recomendada. A su vez señala que, erró el TPI al no formular 

determinaciones iniciales de hecho ni conclusiones que 

fundamentaran o ilustraran por qué se enmendaron las 

recomendaciones del informe. De igual manera, sostiene que erró el 

TPI a denegar su solicitud para que formulara determinaciones de 

hecho y derecho que alega surgen de la prueba desfilada.  

Por su parte, el apelado arguye que la Ley Núm. 233-2011 

establece que el TPI no está obligado a acoger las recomendaciones 

hechas por la Trabajadora Social en su Informe. Igualmente, indicó 

que el TPI tiene la discreción de tomar aquella decisión que entienda 

conveniente para lograr el mejor bienestar del menor.  Veamos. 

La custodia de un menor y el derecho de los progenitores 

relacionarse con sus hijos goza de protecciones de carácter 

constitucional, por lo cual debe velarse que en los procesos 

relacionados se cumpla con el debido proceso de ley. Por otra parte, 
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tanto la Ley Núm. 233-2011 como la jurisprudencia interpretativa 

le reconocen a los foros de primera instancia una gran discreción al 

momento de adjudicar casos como el que nos ocupa, siempre que el 

norte sea el mejor bienestar del menor. Sin embargo, dicha 

discreción no es absoluta. Por lo cual, si bien es cierto que los foros 

apelativos no habremos de intervenir con la discreción del TPI, sí 

estamos facultados a evaluar si el foro apelado no abusó de la misma 

y actuó de forma racional. En ese sentido, como regla general, para 

poder descargar nuestra función revisora es necesario que los 

tribunales de instancia fundamenten sus decisiones de manera tal 

que nos permita estar debidamente informados al evaluar sus 

determinaciones.  

En el dictamen emitido, el TPI consignó que, durante la vista 

de impugnación del Informe, “se limitó la controversia a porque se 

estableció unas relaciones paterno-filiales de fines de semana 

alternos cuando la recomendación es de custodia compartida”. 

Ahora bien, como también señala el TPI en la sentencia apelada, 

durante el proceso llevado a cabo “ambas partes aceptaron la 

recomendación de custodia compartida” contenida en el Informe. 

Ello así, dado que la capacidad que poseen ambos progenitores para 

ostentar la custodia compartida del menor surge claramente del 

mismo.  

Por tanto, al momento de celebrarse la vista de impugnación 

del Informe la controversia estaba limitada a determinar si procedía 

el plan de transición recomendado por la Trabajadora Social, previo 

a implementar la custodia compartida, y en que porciento debía 

distribuirse el tiempo de custodia. Siendo así, resultaba innecesario 

formular determinaciones de hecho ni, como cuestión de derecho, 

mencionar específicamente alguno de los factores que deben 

considerarse al otorgar la custodia compartida de un menor, que 

surgen del Art. 7 de la Ley Núm. 223-2011, supra. 
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Así las cosas, el TPI en el ejercicio de su discreción y tomando 

en consideración que la propia Trabajadora Social “concluye que la 

custodia compartida es de beneficio para el menor”8, adoptó un plan 

de custodia donde ambos progenitores asumieran el cincuenta por 

ciento (50%) de la responsabilidad en la crianza del menor. Es decir, 

al resolver el TPI solo se aparta parcialmente de las recomendaciones 

hechas en el Informe, para lo cual siempre, como indicamos, retiene 

discreción. Reiteramos que en este caso la capacidad de los padres 

asumir la custodia compartida dejó de estar en controversia y esta 

quedó reducida a como implementarla.  

En este sentido, el TPI fundamentó su determinación de 

permitir que el apelado estuviera el cincuenta por ciento (50%) del 

tiempo con el menor, al señalar que el plan propuesto por la 

Trabajadora Social ya había sido implementado. Esto, dado el 

período de un año y tres meses que el menor llevaba relacionándose 

y adaptándose a estar con su padre, sin que se hubiere reportado 

“ningún dato o preocupación que indique lo contrario”.9 Esto le 

permitió concluir que el menor ya está adaptado a vivir con su padre 

y que el período de transición recomendado en el Informe era 

innecesario. Además, sostuvo que el plan de custodia implementado 

por el TPI, durante más de un año, fue similar al recomendado por 

la Trabajadora Social. Por tanto, en el ejercicio de su discreción y 

tomando en consideración que la custodia compartida fue 

recomendada en beneficio del menor, el TPI ordenó a las partes 

asumir la corresponsabilidad en todos los asuntos y crianza del 

menor. Entendemos que, al así actuar, no abusó de su discreción. 

Las expresiones hechas por el tribunal en su dictamen reflejan 

los fundamentos que le llevaron a alejarse de las recomendaciones 

del Informe en torno al plan de transición. Ello, aunado al hecho de 

                                                 
8 Véase apéndice del recurso, Anejo I, folio 2. 
9 Íd., folio 3. 
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que el tribunal tiene amplias facultades y discreción para proteger 

el interés del menor no nos mueve a intervenir con su 

determinación. 

En cuanto a las determinaciones de hecho y conclusiones de 

derecho solicitadas por la apelante entendemos que, dado el remedio 

concedido, no eran necesarias. El TPI no está obligado a realizar las 

determinaciones de hecho y de derecho adicionales que solicita una 

parte, cuando estas resultan innecesarias. Véase, Blás v. Hosp. 

Guadalupe, 146 DPR 267, 319 (1998); J.A. Cuevas Segarra, op. cit., 

pág. 1260. Así, el TPI ejerció adecuadamente su discreción al 

denegar la solicitud de la apelada a tales efectos. Debe tenerse 

presente que en este caso la controversia principal, la custodia 

compartida, fue aceptada por ambas partes. Por lo cual resulto 

innecesario adjudicar y justificar la misma mediante las 

correspondientes determinaciones de hecho y conclusiones de 

derecho.  

En fin, determinamos que no se cometieron los errores 

señalados. 

IV  

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma el dictamen 

apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

 

     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 


